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RECURSO DE APELACIÓN 30/2019/SS
PROCEDIMIENTO DE NULIDAD 34/2019/1




DEMANDADO  Y RECURRENTE

SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES.
ACTOR: ***********




MAGISTRADA SUPERNUMERARIA



          HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO 
SECRETARIO
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ CANALES.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de cinco de noviembre de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver los autos del Toca número 30/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el treinta de mayo de dos mil diecinueve por el Lic. José Juan Rivera Morales en su carácter de encargado de despacho de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, en ejercicio de las facultades de representación previstas en el artículo 15 del Reglamento Interior de la citada Secretaría, en contra de la sentencia de fecha dos de mayo de dos mil diecinueve pronunciada por la Primera Sala Unitaria al resolver el juicio de nulidad número 34/2019/1, promovido por ***********




R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, la parte actora promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Director General de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Inspector con gafete de identificación número “2018” autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en su carácter de ejecutor. Por la nulidad del Acta de Retiro Vehículo no Concesionario identificada con el folio ***********; teniendo conocimiento el diecisiete de noviembre de dos mil dieciocho.

II.- Mediante acuerdo de fecha veinticinco de febrero del dos mil diecinueve, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandas para que produjeran su contestación, carga procesal cumplida en tiempo y forma con excepción de la tercera autoridad mencionada en el párrafo anterior (fojas 33 a 87 del expediente de nulidad) refiriéndose a los hechos, conceptos de derecho y al capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el veintinueve de abril de dos mil diecinueve, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos 246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin la asistencia de las partes, en la que se desahogaron las pruebas admitidas, citándose para resolver, por lo que el dos de mayo del presente año, se dictó la sentencia respectiva, que en lo sustancial resuelve lo siguiente: 

“SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamento al respecto, en atención al principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, ésta Primera Sala Unitaria, procederá a llevar a cabo el Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor, resultando aplicable para tal efecto el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
 

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR.

En el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para otros efectos. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Así, en un Primer Concepto de  Impugnación, el actor hace valer agravios encaminados a señalar que en el acto que combate, resalta la violación a los requisitos formales traducidos en vicios de procedimiento que afectaron sus defensas, por lo que el acta impugnada fue elaborada en contravención de las disposiciones aplicables, dejando de aplicar las debidas.


Lo anterior porque dice que en el acta que combate, solo hace alusión al gafete con número de identificación “2018” expedido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes, así como a un aparente oficio de asignación número SCT/DGCT/590/2018, de fecha 24 de octubre, sin mencionar la anualidad de su elaboración, sin embargo, dice que la identificación que señala el artículo 114 de la Ley de Transporte Público en un acto de autoridad, debe ser plena, para no dejar duda alguna de quien practica el acto, está completamente facultado para ello.


Dice que no basta la exhibición de una credencial expedida por la Secretaría para tener por acreditada y circunstanciada la plena identificaciones de los inspectores, como  se realizó en la detención impugnada. 

Además, que los hoy actores fueron infraccionados por un funcionario,  del que se desconoce si en ese momento estaba facultado para desempeñarse como autoridad emisora del acto, insistiendo en que mediante la identificación, se da a conocer las cuestiones realizadas con su personalidad, que para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación, es menester que se asiente la fecha de las credenciales para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esa persona así como quien la expide, efectivamente prestan sus servicios en la Secretaría. (F 03 VUELTA Y 04)  


A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el Concepto de Impugnación que a que se alude es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto que se combate, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

Atendiendo a que los demandantes hacen valer la falta de una debida identificación de la demandada al momento de haber levantado el Acta de Retiro Vehículo no Concesionario, identificada con el folio 1390, tenemos que el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, establece con toda claridad que los Inspectores, para realizar la inspección de cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar con  identificación y la orden emitida por el funcionario competente, artículo que en su texto señala lo siguiente:

“ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente.” 

Entonces, se trata de una obligación a cargo de las autoridades, de identificarse plenamente en los actos que emiten, con la finalidad de no transgredir las garantías de los particulares, puesto que el requisito de fundamentación del acto administrativo, se traduce en la constatación por escrito de la designación de la autoridad y en el nombre y la firma del funcionario emisor, para así saber el cargo de la autoridad emisora, con la finalidad de dar a conocer al gobernado, el carácter con el que el funcionario público, suscribió el documento relativo a la infracción impuesta, para estar en aptitud de examinar si contaba con facultades para ello. 

Al remitirnos al contenido total del acto en mención, el cuál se encuentra agregado en autos a fojas 15 y 16 del expediente en que se actúa y al que se le ha concedido valor probatorio pleno con antelación, se puede advertir el siguiente texto: 

“SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO

ACTA DE RETIRO VEHÍCULO NO CONCESIONARIO/NO PERMISIONARIO

En el municipio de San Luis Potosí, S.L.P., siendo las 11:30 horas del día 17 del mes de noviembre del año 2018, el suscrito Marco Antonio Castillo Morán, en mi carácter de inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes  en el Estado, de acuerdo al Gafete con número 2018, expedido por Ramiro Robledo López, Secretario de Comunicaciones y Transporte en el Estado, y de acuerdo al oficio de asignación número SCT/DGCT/590/2018, de fecha 27 de Octubre …”  


Del texto anterior, se desprende que la autoridad demandada  Inspector autorizado, al momento de emitir el acto en cuestión, en la fecha y hora ahí señalada, se identificó con el conductor del vehículo infraccionado, con un documento denominado Gafete, con el  número 2018, apoyando su actuación con el oficio de asignación número SCT/DGCT/590/2018, de fecha 27 de Octubre.

Ahora bien, al remitirnos al aludido Gafete con que se identificó la demandada, el cuál fue aportado por las propias autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí y Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí al momento de contestar la demanda, mismo que se encuentra agregado en autos a foja 69 del expediente en que se actúa y al que se le concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es claro apreciar lo siguiente:


Revisado el contenido total del Gafete en mención, no se advierte en ningún apartado, que se le haya otorgado o le haya correspondido el número 2018, como así lo pretende hacer ver la demandada, al haber señalado: “de acuerdo al Gafete con número 2018” .

Si bien es cierto, en la parte inferior de dicho Gafete, se aprecia que esa credencial acredita al portador cuya fotografía aparece al frente como servidor público del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el periodo del primero de octubre al 31 de diciembre de 2018, no menos cierto lo es que éste, no es el Gafete al que hace referencia la demandada y al que le correspondió el número 2018.

Por otra parte, en cuanto al oficio número *********** de fecha 27 de Octubre, éste se encuentra agregado en autos a foja 85 de este expediente y al que es de concederle valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Si bien es cierto, el documento en mención fue emitido por el Director General de Comunicaciones de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte en el Estado, no menos cierto lo que, en el momento de haber emitido el acto impugnado, la autoridad demandada solamente se concretó a señalar que actuó “… de acuerdo al oficio de asignación número ***********, de fecha 27 de Octubre …”, sin especificar el año en que se emitió dicho oficio.

Entonces, al no haber señalado en el acto que se impugna, todos y cada uno de los datos que identificaran a la autoridad demandada para haber actuado como tal, se deja a los demandantes  en una incertidumbre y en un en completo estado de indefensión, puesto que no tuvieron la plena convicción de que la persona que emitió el acto, haya sido autoridad debidamente facultada para actuar y emitir el acto que se combate.  

Ante el desconocimiento de los demandantes, en el sentido de si en la fecha y hora en que sucedieron los hechos y contenidos en el Acta que se combate, la autoridad demandada tenía facultades para haber llevado a cabo actos como el que nos ocupa, al haber señalado al Gafete con número 2018, sin que así lo acreditara, pero además al haber señalado el oficio número ***********, de fecha 27 de Octubre, sin especificar al año en que se emitió, hace que el acto que se impugna, contenga vicios de procedimiento que afectaron las defensas de los demandantes, trascendiendo con ello al sentido del acto impugnado en perjuicio de sus derechos. 

La consecuencia  jurídica del acto impugnado en los términos en que fue emitido por la autoridad demandada Inspector autorizado, es la ilegalidad e Invalidez, de dicho acto.      

Por su parte, las autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y Director General de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda, la cual se encuentra agregada en autos de la foja 33 a la 51 del expediente en que se actúa, en cuanto a la debida identificación de la autoridad emisora, solamente se concretaron a señalar que: 

“… El Director General de Comunicaciones y Transportes se  encuentra facultado para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a Concesionarios, Permisionarios u operadores del Servicio de Transporte en las áreas de su competencia, por violaciones a la Ley (fracción XXXV del artículo 12 del Reglamento Interno de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes);  y en ejercicio de esa atribución expidió el Oficio de Asignación SCT/DGCT/590/2018, de fecha veinticuatro de octubre de dos mil dieciocho, dirigido al diverso demandado Macro Antonio Castillo Morán…”   (F. 45)   

Argumento que a juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, es improcedente puesto que aún y cuando refiere que el Oficio SCT/DGCT/590/2018 del 24 de octubre de 2018 mediante el que se asignó al Inspector de esa Secretaría con las facultades para la imposición de infracciones como la que nos ocupa, lo cierto es que no se puede tener por válido tal argumento, puesto que con ello pretende mejorar la motivación del acto impugnado, al señalar el año en que se emitió el oficio de referencia, ya que tal motivación, debe señalarse debidamente en el acto que se impugna y no en la contestación de demanda.

Aunado a lo anterior, en cuanto al Gafete con que se identificó el Inspector autorizado de la Secretaría en mención, no se hizo  pronunciamiento alguno, por lo que entonces, se tiene por cierto los hechos denunciados por los actores, así como los agravios vertidos en este concepto de impugnación, en el sentido de que la persona que emitió el acto que se impugna, no tenía facultades para actuar como tal ni mucho menos para emitir actos de esa naturaleza.                

  Ahora bien, de las pruebas aportadas por dichas autoridades en su contestación de demanda, en la parte que interesa, aportaron entre otras, el Oficio *********** del 24 de octubre de 2018, que aún y cuando ya se le haya otorgado valor probatorio pleno con antelación, lo cierto es que con dicho documento, no se acredita de manera fehaciente las facultades de la autoridad emisora del acto que se combate ni mucho menos su debida identificación en el momento de ocurridos los hechos, por los motivos y razones que han quedado señalados con antelación.    

No pasa desapercibido para esta resolutora que todo acto de autoridad, debe ajustarse a los requisitos  establecido en el artículo 16 Constitucional, por lo que en tratándose de autoridades que practican diligencias de inspección como el caso que nos ocupa, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica para los particulares, tiene el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de esta naturaleza tal y como así lo establece el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí que dice: 

ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del articulo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar identificación y la orden emitida por el funcionario competente. Lo resaltado es nuestro.
Pues de dicho precepto, nace la obligación legal de proteger al infractor del servicio de transporte público en sus garantías individuales, en esas prácticas de inspección, máxime cuando de las mismas, se generan afectaciones a los intereses jurídicos de los hoy actores.  

Entonces, mediante la circunstanciación de la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce la calidad y características personales que permiten tener la certeza de que aquél, representa a la Secretaria en mención y que está legalmente facultado para realizar funciones de Inspección en representación de dicha Secretaría, así como también, se tiene la certeza de que tiene facultades que le dan competencia para  actuar conforme a derecho. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio que se considera aplicable por analogía y que dice: 

“VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE.

Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Se concluye que, si bien es cierto, en el acta que se levantó, fue señalado el número del Gafete así como el número de Oficio y que fueron los documentos en que basó su actuación la autoridad demandada, no menos cierto lo es que ello, no fue suficiente para tener como debidamente acreditada la identificación de la autoridad para haber llevado a cabo actos como el que nos ocupa. 

Si bien, el requisito de identificación se encuentra consignado en el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado de San Luis Potosí, éste emana del artículo 16 Constitucional como ha quedado señalado con antelación, puesto que con el cumplimiento de dicho requisito, se garantiza la seguridad del particular y se satisface cuando se asientan de manera pormenorizada, todos los datos necesarios que reflejen que el gobernado, está frente a legítimos representantes de la Secretaría, requisitos que deberán constar en el acta circunstanciada que al efecto se levante, puesto que estos datos serán los que permitirán al gobernado conocer las facultades del inspector.

Lo que en el presente caso no sucedió, ya de acuerdo con los razonamientos vertidos en la presente resolución, el Gafete 2018, no se acreditó en momento alguno en este expediente, pero además, el Oficio *********** del 24 de octubre, no tiene validez alguna al no haber señalado en el acto combatido el año en que fue emitido, desconociendo si en el momento que se levantó la infracción, dicha autoridad estaba facultada para ello. 
Con lo anterior, se confirma que en el acto que se combate, no se cumplió con lo previsto en el artículo 114 de la Ley de Transporte Público en el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 16 Constitucional por los motivos y razones señalados, ello al no identificarse la autoridad demandada con el documento a que se alude, lo cual impide constatar si la persona que levantó el Acta de  Retiro de Vehículo, se encuentra facultada de manera fehaciente para llevar a cabo el acto de molestia, lo que hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado los requisitos  a que se ha hecho referencia, situación que deja en estado de indefensión a los actores, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

 En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados. 

Esto es, que en términos de lo señalado por el artículo 252 del Código de Procesal Administrativo, esta Primera Sala Unitaria del   Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,  procede a dejar el “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario, No Permisionario”  sin efecto legal alguno, con la finalidad de que le sea reintegrado al actor ***********, la cantidad de $***********) por concepto de pago de la multa, según consta del recibo con número de folio 14-14097389, cuyo original obra a foja 19 del presente expediente.

En cuanto al pago por concepto de Servicio de Grúa y Pensión, se ordena a la autoridad demandada llevar a cabo el trámite ante la instancia correspondiente, con la finalidad de que le sea reintegrada la cantidad de ***********, según se acredita con el recibo de comprobante número FCB-1220, documento visible a foja 22 de este expediente.      
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto reclamado, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.”

IV.- La sentencia descrita en el punto que antecede, se notificó a las partes, los días seis y siete de mayo de dos mil diecinueve, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo.

V.- El once de junio de dos mil diecinueve, se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en esta Sala Superior Unitaria, de conformidad con lo previsto por el artículo 152 en su penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

VI.- Mediante escrito de fecha doce de junio de dos mil diecinueve el Magistrado Numerario presento excusa ante el Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en razón de que la autoridad demandada es la Secretaria de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado y el Titular de dicha dependencia tiene parentesco consanguíneo en línea recta.  

VII.- El día veintiséis de junio del presente año fue calificada de procedente por el Pleno de este Tribunal la excusa presentada por el Magistrado Numerario de la Sala Superior Unitaria, ordenándose a la Secretaria General de Acuerdos convocará a la Magistrada Supernumeraria para que conociera y resolviera el recurso de apelación planteado.

VIII.- Mediante escrito de presentado ante este Tribunal el nueve de julio de dos mil diecinueve  la suscrita Magistrada Supernumeraria acepto el cargo y por acuerdo de diez del mismo mes y año, se radicó la apelación con el número 30/2019/SS y se admitió a trámite, con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia; reservándose el estudio de la procedencia para el momento procesal oportuno.

IX. Por proveído de fecha nueve de agosto de dos mil diecinueve, se dio cuenta con el escrito firmado por el actor de fecha cinco de agosto del mismo año, respecto de la vista del escrito de apelación formulado por la parte demandada y sin más pendientes el recurso quedó en estado de resolver:





C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia; a la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracciones V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido;  Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo número 34/2019/1, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación; El presente recurso de apelación fue interpuesto por el encargado de la Dirección de Gestión Jurídica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, quien justificó su personalidad mediante el oficio ***********, suscrito por el Secretario de dicha dependencia, ahora bien, tomando en cuenta que el artículo 15 en su fracción IV del Reglamento Interior de dicha Secretaría, faculta a la Dirección en comento, a que represente a la dependencia ante autoridades judiciales, administrativas y del trabajo. Es claro que puede representar a cualquier servidor público de dicha institución siempre que sea demandado por actuaciones inherentes al cargo que ostenta.

Por otra parte el artículo 5° del Reglamento antes citado, autoriza al Secretario de Despacho para delegar las facultades que no le sean exclusivas, entonces si las atribuciones de la Dirección de Gestión Jurídica, son primigenias del Titular de la Secretaría, pero están delegadas por determinación legal, en consecuencia, pueden ser comisionadas al no ser exclusivas. Además el artículo 24 del mismo ordenamiento, autoriza a que las ausencias temporales de Directores de Área sean suplidas por la persona que designe el Superior Jerárquico, por todo esto, es por lo que cuenta con la legitimidad necesaria para acudir a impugnar la resolución emitida en el procedimiento de nulidad mencionado, en el considerando segundo, en los términos del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad; El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada a la actora demandada aquí recurrente el día siete de mayo de dos mil diecinueve surtió efectos el día siguiente hábil, el nueve de mayo de dos mil diecinueve según se advierte a fojas 131 del juicio contencioso, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada el plazo para la interposición del recurso transcurrió del nueve al treinta de mayo del presente año, al descontar para tal efecto los días once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de mayo del año en curso por ser inhábiles al ser sábados y domingos, así como el diez de mayo del mismo mes y año, de conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día de treinta de mayo del dos mil diecinueve justo el día del vencimiento, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.- Procedencia del recurso de apelación; es cuestión de orden público y de estudio preferente, analizar la procedencia del recurso de apelación respecto del supuesto que propuso el recurrente, a la luz del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, de conformidad con el artículo 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en lo que interesa, dispone que la Sala Superior debe resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación o lo desecha, por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia y dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.

En el presente asunto mediante acuerdo de fecha diez de julio del presente año, se estableció la admisión a trámite del recurso de apelación, pero se reservó el estudio de los argumentos planteados para la procedencia del mismo, para el momento procesal oportuno, por lo que se estudiarán dichos argumentos a continuación:

Así, la autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo y recurrente en este expediente, como fundamento de procedencia señaló la causal contenida en la fracción II del artículo y código antes citado, argumentando que la ejecución de la sentencia causaría un daño a las finanzas públicas y de concretarse lo determinado en la sentencia se consentirían hechos que constituyen el ejercicio indebido de la actividad de transporte público que está regulado por la normativa de la materia. Además, porque se cometieron violaciones procesales en la sentencia que la hacen incongruente. 
Después de un análisis del asunto en estudio, se deprende que la materia del asunto es la prestación ilegal o sin concesión del servicio de transporte público, ahora bien no es acertado que se causaría un daño a las finanzas públicas porque en primer lugar el importe de la multa declarada ilegal, no está contemplada en la Ley de Ingresos del Estado como derechos o aprovechamientos para que se pueda considerar que se causaría un daño a las finanzas, además toda sanción se encuentra sujeta a que haya sido aplicada conforme a las formalidades legales que debe contener el acto administrativo.

Sin embargo como lo señala la autoridad demandada, es de interés de la sociedad el que se preste el servicio de transporte público, con apego a las reglas estatuidas en la ley de la materia, además la Primera Sala Unitaria, al conocer de una problemática reciente en el ámbito del transporte público estatal emitió criterios novedosos, que repercutirá en la forma de actuación al momento de circunstanciar las actas de inspección y verificación de los servidores de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, por lo que es importante y trascendente el asunto para que sea estudiado por esta Sala Superior Unitaria. 
SEXTO. Consideración de los agravios; se plantean las consideraciones que adelante se asientan pero atento al principio de economía procesal no se transcriben los argumentos expresados en el concepto de agravio por el recurrente en el recurso de apelación 30/2019/SS, al no existir disposición alguna que establezca tal exigencia, para tener por cumplidos los requisitos de congruencia y exhaustividad que toda sentencia debe contener.
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia 2ª J. 58/2010 emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Novena Época, cuyo rubro es el siguiente: “ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS REQUISITOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.
Así se tiene que la parte apelante se duele que en la sentencia se decretara la nulidad del acta 1390, bajo un infundado análisis, de un supuesto oficio de fecha “27 de octubre” argumentando que fue con dicha documental que se identificó el inspector al desplegar el acto impugnado, que inclusive se señala que corre agregado a fojas 85 del expediente de nulidad, el cual fue valorado por la emisora de la sentencia, sin que según el recurrente de constancias se aprecie que exista un oficio de fecha 27 de octubre, sin que alguna de las partes se haya pronunciado al respecto, que por tanto resolvió contrario a constancias y no fundó ni motivó su actuación escapando de la Litis planteada, causando incertidumbre procesal al no estudiar el material probatorio correcto, porque se hizo un estudio de un documento que no fue adjuntado, aportado, ni argumentado para declarar la nulidad.
El agravio es infundado, de acuerdo de las razones que a continuación se explican:

En primer término es de destacar que, del análisis de la demanda de nulidad se desprende que el primer concepto de impugnación consta de dos puntos que se detallan:

· En el primer punto se impugna la deficiente forma de identificarse, ya que al circunstanciar en el acta de retiro de vehículo la identificación *********** sin señalarse en el mismo la fecha de emisión ni el período de vigencia.

· En el segundo impugna la deficiente forma de justificar su personalidad porque el oficio de comisión con el que justificó su actuar, el inspector que diligenció el acta de retiro de vehículo, al momento de referenciarlo no señaló el año de emisión ***********”) ni el contenido del mismo porque al momento de la emisión del acto administrativo no lo exhibe ni anexa copia del mismo a la diligencia.

Ahora bien, en la sentencia impugnada se aborda el tema y se valora el oficio ***********, de fecha 27 de octubre de 2018, que ofrecen como prueba las demandadas para acreditar que el inspector tenía competencia y personalidad para realizar el acto de molestia y también se valora el acta número de folio 1390, en la que da cuenta que de manera deficiente se asentó el ***********, de fecha “27 de octubre” sin año de elaboración, determinando que no es posible corregir la ilegalidad cometida en el acto impugnado.

De tal forma que el oficio “27 de octubre”, que señala la parte recurrente, efectivamente no fue abordado por ninguna de las partes, dentro del procedimiento, pero tampoco por la Sala emisora de la sentencia, como se puede apreciar de la trascripción que a continuación se hace de los puntos que interesan:
“Por otra parte, en cuanto al oficio número SCT/DGCT/590/2018, de fecha 27 de Octubre, éste se encuentra agregado en autos a foja 85 de este expediente y al que es de concederle valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”

Si bien es cierto, el documento en mención fue emitido por el Director General de Comunicaciones de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte en el Estado, no menos cierto lo que, en el momento de haber emitido el acto impugnado, la autoridad demandada solamente se concretó a señalar que actuó “… de acuerdo al oficio de asignación número SCT/DGCT/590/2018, de fecha 27 de Octubre…”, sin especificar el año en que se emitió dicho oficio.”
Aunado a lo anterior la nulidad del acto impugnado se decretó también porque al momento de emitir el acto (acta folio 1390) el inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes se identifica con el gafete con número “2018”, sin acreditar ya en el juicio contencioso ante el Tribunal que dicho documento tuviera ese número, documental que fue valorada por la Sala A-quo como se apreciará de la transcripción siguiente:

“Ahora bien, al remitirnos al aludido Gafete con que se identificó la demandada, el cuál fue aportado por las propias autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí y Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí al momento de contestar la demanda, mismo que se encuentra agregado en autos a foja 69 del expediente en que se actúa y al que se le concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es claro apreciar lo siguiente:


Revisado el contenido total del Gafete en mención, no se advierte en ningún apartado, que se le haya otorgado o le haya correspondido el número 2018, como así lo pretende hacer ver la demandada, al haber señalado: “de acuerdo al Gafete con número 2018” “.

En esa tesitura, de acuerdo con lo anteriormente razonado la sentencia valora el caudal probatorio correctamente, resuelve la Litis planteada, sin excederse, por lo tanto se respeta el principio de congruencia, en consecuencia se encuentra debidamente fundada y motivada, resultando infundado agravio formulado por las demandadas en su escrito de apelación.
Así las cosas, al resultar infundados los argumentos vertidos por las demandadas en su escrito de apelación, es que esta Sala Superior determina la confirmación de la sentencia dictada el dos de mayo del año dos mil diecinueve.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Se confirma la sentencia recurrida mediante el recurso de apelación promovido por la parte actora número 30/2019/SS de conformidad con las razones, motivos y fundamentos explicados en el considerando Quinto de esta resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; háganse las anotaciones correspondientes; en su oportunidad remítanse los autos a la Sala de origen y archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma la Magistrada supernumeraria de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe. Rúbricas.
LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE TRECE PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 30/2019/SS, EL CINCO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS SIETE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE  DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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